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Era evidente que luchar contra 
una epidemia desconocida hasta 
la fecha iba a desgastar al Gobier-
no, pero al margen de las conse-
cuencias políticas de su gestión, 
el equipo de Pedro Sánchez y los 
altos cargos de su Gabinete ten-
drán que enfrentarse a una serie 
de reclamaciones judiciales, de 
las que no se escapan tampoco al-
gunas autoridades autonómicas, 
por su actuación en la crisis del 
coronavirus. Desde las primeras 
demandas por permitir las mani-
festaciones del día de la mujer a 
las reclamaciones más recientes 
por las mascarillas defectuosas, 
van ya una quincena, y podrían 
aumentar en los próximos días. 

LAS MANIFESTACIONES

Manos Limpias. El sindicato 
Manos Limpias presentó una 
querella contra el delegado del 
Gobierno en Madrid, José Ma-
nuel Franco, por permitir las ma-
nifestaciones del 8 de marzo pe-
se a las voces que lo desaconseja-
ban. A su entender, las moviliza-
ciones produjeron «una espiral 
de contagios» en la capital.

En Valencia. El abogado Maria-
no Lorente presentó ante el Tri-
bunal Superior de Justicia de Va-
lencia una denuncia por prevari-
cación, lesiones y homicidio im-
prudente contra el presidente de 
la Generalitat, Ximo Puig, la de-
legada y el subdelegado del Go-
bierno y otras autoridades por 
permitir actos multitudinarios 
en medio de la pandemia.

Un abogado gallego. El aboga-
do gallego Víctor Valladares de-
nunció ante el Supremo al presi-
dente del Gobierno por autorizar 
concentraciones multitudinarias 
en los días previos a la declara-
ción del estado de alarma; entre 
ellas, las manifestaciones del 8M.

El Gobierno se enfrenta a un rosario 
de denuncias por su gestión de la crisis
El 8M, las restricciones, la falta de protección o los decesos centran las acusaciones
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Abascal llevó la contienda política por el coronavirus a los tribunales.

LAS LIBERTADES

Extralimitaciones. El abogado 
Antonio Cortés denunció a Pedro 
Sánchez por un presunto delito 
contra los derechos fundamenta-
les, al entender que se había ex-
tralimitado en las restricciones 
del estado de alarma; en concre-
to, en lo referente a la libre cir-
culación, el cierre de fronteras, 
la libertad empresarial o el dere-
cho de reunión y manifestación.

MEDIDAS DE PROTECCIÓN

El sindicato CSIF. Denunció al 
ministro de Sanidad, Salvador 
Illa, por un presunto delito con-
tra los derechos de los trabajado-
res, por falta de previsión e insu-
ficientes medidas de protección 
ante los contagios.

Querella de los enfermeros. 
El Consejo General de Enferme-
ría de España presentó una que-
rella en el Supremo contra el pre-
sidente del Gobierno y el minis-
tro de Sanidad, así como contra 
otros cargos del Ministerio, por 
un delito contra la seguridad de 
los trabajadores, por la falta de 
material para realizar su traba-
jo y por la oleada de contagios.

Plataforma de afectados por 
la pandemia. La entidad, creada 
a raíz de la crisis, presentó una 
denuncia ante el Supremo con-
tra Salvador Illa y los responsa-
bles del Gobierno por la mala 
gestión de la crisis y la falta de 
transparencia.

Abogados Cristianos. La aso-
ciación se querelló contra el pre-
sidente del Gobierno, al que acu-
só de omisión del deber de soco-
rro y prevaricación, al entender 
que, tras la primera víctima mor-
tal en España, el 13 de febrero, el 
Gobierno tenía conocimiento de 
la letalidad del virus. 

HOMICIDIO IMPRUDENTE

Vox. El partido se querelló re-
cientemente contra el presiden-
te del Gobierno y el Consejo de 
Ministros por los supuestos de-
litos de imprudencia grave con 
resultado de muerte, lesiones por 
imprudencia grave y delitos con-
tra los derechos de los trabajado-
res por omisión de las medidas 
de seguridad.

Guardias civiles fallecidos. 
La Asociación Profesional de la 

Guardia Civil interpuso una que-
rella contra el ministro de Sani-
dad, Salvador Illa, y el de Inte-
rior, Grande-Marlaska, por sen-
dos delitos de homicidio impru-
dente grave y por vulnerar la ley 
de prevención de riesgos labora-
les a raíz de la muerte por coro-
navirus de cuatro agentes, y por 
no haber sido incluidas las fuer-
zas de seguridad entre los colec-
tivos de alto riesgo.

Consumidores. La Asociación 
de Consumidores y Usuarios Jo-
sé María Mena se querelló, entre 
otros, contra el director del Cen-
tro de Coordinación de Alertas y 
Emergencias Sanitarias, Fernan-
do Simón, por un presunto delito 
de homicidio imprudente y lesio-
nes, al entender que tenía conoci-
miento del alcance de la pande-
mia y no lo comunicó a tiempo.

MATERIAL DEFICITARIO

Las polémicas mascarillas. 
El  Sindicato Médico se persona-
rá como acusación particular en 
las comunidades en las que ha-
ya contagios entre los profesio-
nales de la salud que usaron la 
partida de mascarillas defectuo-
sas. Lo hizo en comunidades co-
mo Andalucía, Aragón o Galicia. 
En esta última, el sindicato mé-
dico CESM-Galicia también de-
nunció a la Xunta ante Inspec-
ción de Trabajo por la falta de 
equipos de seguridad.

Querella antes de morir. Una 
víctima del coronavirus que fa-
lleció el jueves en su domicilio 
de Barcelona presentó antes de 
morir una querella contra altos 
cargos de Sanidad —Fernando 
Simón entre ellos— y contra el 
administrador de la empresa que 
intermedió en la compra de test 
defectuosos para detectar el vi-
rus. Ordenó a sus herederos que 
siguieran adelante con la acción 
penal, en caso de ser admitida a 
trámite. 


